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PRONUNCIAMIENTO DE LA AVDT FRENTE AANTE LA RECIENTE A LA PUBLICACIÓN DE LA LEY DE REGISTROS Y DEL NOTARÍAS

1. En la Gaceta Oficial No. 6.668 (Extraordinario) de fecha 16 de diciembre de 2021, fue publicada la Ley de Registros y Notaríias (LRN), la cual responde más bien a una reforma parcial del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Registros y del Notariado (2014). Dado que el contenido de esta reforma está dirigido a establecer las cuantías y fórmulas de determinación de las tasas por la prestación de los servicios que se realizan prestan en las oficinas de registro y notaríias adscritas al Servicio Autónomo de Registros y Notaríias; y en virtud de los notables vicios que se presentan en dicho instrumento, es por lo cual la AVDT realiza el presente pronunciamiento a la comunidad jurídica y al país en general .

2. En primer lugar, debe destacarse que la LRN fue discutida y sancionada por la Asamblea Nacional, órgano que ha sido electo y constituido en medio de serias y fundadas críticas de raigambre constitucional que generan importantes dudas sobre su legitimidad, así como los  y la de sus actos emanados de ésta.

3. Aunado a lo anterior, el proceso de formación de Leyes previsto en los artículos 202 y siguientes de la Constitución, así como el íter previsto en el reglamento de interior y de debate que rige el funcionamiento de la Asamblea Nacional parece no haberse seguido de manera conformecorrecta, porque al no existe existir evidencia de que se hayan completadoscumplido aspectos fundamentales que deben acompañar la sanción de una Ley y, mucho más, una Ley de contenido financiero y económico como es la LRN. 

4. En efecto, tal como la AVDT lo denunció en el marco del eEvento “Las reformas tributarias en la Venezuela actual” (Las reformas tributarias en la Venezuela actual - YouTube)Link del evento en Youtube). llevado a cabo junto a la Academia de Ciencias Políticas y Sociales (ACIENPOL) de en fecha 20 de octubre de 2021, las reformas de leyes de contenido económico y especialmente las de contenido tributario, no pueden ser efectuadas de cualquier forma. Se impone y se hace necesario que dichas reformas vengan acompañadas no solo sólo de las obligatorias consultas públicas previstas en el artículo 211 constitucional, sino también de los respectivos estudios de impacto económico. La AVDT aA propósito de este evento la AVDT emitió un pronunciamiento de esa misma fecha cuyo contenido queremos ratificar en el presente (Link del pronunciamiento)damos aquí por reproducido.

5. Así pues, la consulta pública no es un acto sin funcionalidad legislativa; todo lo contrario, es la manera en que el legislador, cumpliendo el mandato de la representatividad de los ciudadanos les informa a éstos -y hace todo lo necesario para escuchar sus opiniones- sobre las pretensiones contenidas en las iniciativas legislativas y también es un momento para que esa consulta se convierta en un instrumento técnico cuando a través de la misma es oída a la comunidad académica. La consulta pública prevista en la Constitución, se convierte entonces en un instrumento que redundará en el perfeccionamiento del acto legislativo y en una fórmula que otorgará seguridad jurídica a los ciudadanos. 

6. Los estudios de impacto económicos en la etapa de formación de las Leyes están vinculados a los postulados constitucionales previstos en los artículos 112, 115, 133, 299, 315, 316 y 317; según los cuales en un Estado de Derecho que propugna la libertad, la protección de la iniciativa individual en la economía y el respeto a la propiedad privada, como medios para alcanzar el progreso y la prosperidad de los ciudadanos, no es posible la introducción de leyes sin que previamente se haya probado verificado su funcionalidad y la mayor neutralidad de sus efectos en la economía. 

7. En consecuencia, se hace inaceptable la puesta en vigor de un acto parlamentario, como es el caso de la LREN, que no haya sido consecuencia de una verdadera consulta pública, que haya sido objeto de los pertinentes estudios de impacto económico y que haya sido sancionada de manera apresurada.

8. Desde la AVDT se entiende perfectamente la necesidad de adecuar las tasas con el exacto valor de los servicios públicos que el Estado a través de sus instrumentalidades prestará a los particulares; pero el desfase del valor de las referidas tasas fue producto, tal como así también lo ha denunciado nuestra Institución en pronunciamientos y distintas Jornadas, de la grave crisis económica, representada en las extraordinarias cifras de hiperinflación, caída en el producto interno bruto, desempleo y devaluación monetaria, entre otras y de las desacertadas medidas macroeconómicas para atenuar y acabar la crisis, entre las que encontramos el incumplimiento del ajuste de la Unidad Tributaria (UT) conforme a los parámetros técnicos y legales previstos en el Código Orgánico Tributario (COT) del 2014 y cuyo tratamiento fue desmejorado en el COT 2020.

9. Que la LRN haya tomado el Petro como medida de valor para fijar las tasas, a pesar que se mantiene el bolívar como moneda de pago, es una decisión desacertada e inclusoy,  además, violatoria del principio de legalidad tributaria, pues: (i) el Petro no responde técnicamente a una medida que refleje las variables macroeconómicas del país, como sí lo haría una UT determinada adecuadamente, porque entre otros la valoración (fija según la SUNACRIP y no variable de acuerdo al mercado del Petro),  depende de una cesta de commodities que no se transan en el mercado, ni en moneda nacional, lo que genera una importante distorsión económica y (ii) el Petro no fue creado en un instrumento legislativo para que cumpliera la función que se le pretende equivocadamente dar en esta LRN como una unidad de cuenta fluctuante.

10. Es notable también el importante aumento que dichas tasas tendrían respecto, que en algunos casos superan el 1.500.000% respecto la valoración que tendrían con la UT, lo cual, reiteramos, va aparejado con la denuncia de ausencia de los estudios de impacto económico y las consultas públicas. Es importante recordar que las tasas son tributos que paga el receptor de un servicio prestado por un ente público, y la cual se debe determinar, a diferencia de los precios públicos, solo sólo tomando el costo que dicho servicio genera, sin tomar en cuenta ganancia alguna o la relación con la oferta y la demanda. Actualmente no se tiene certeza de cuáles fueron los cálculos o valores para determinar las referidas tasas y si en efecto cubren o se exceden en los costos reales del servicio, con lo cual las tasas pudieran estar afectadas de inconstitucionalidad. 

11. El incremento en las alícuotas aplicables respecto de la mal llamada “tasa por procesamiento de documentos” que involucran transacciones inmobiliarias que lleva de 0,60% a 2% la aplicable en el tramo más alto, alcanza niveles descomunales que afectarán enormemente los costos de protocolización de documentos relativos a ventas, gravámenes, arrendamientos, permutas y operaciones similares, que tienen por objeto ese tipo de bienes, todo lo cual atentará contra el pleno ejercicio del derecho de propiedad y contra la seguridad jurídica, piezas fundamentales en el tráfico jurídico de los bienes en sociedad. Por otra parte, las alícuotas y base imponible (valor del inmueble) aplicables, no guardan necesariamente correlación con la capacidad económica de los involucrados en la transacción, ni con la operación en síi misma considerada, todo lo cual hace inconstitucional el proceder del legislador.

12. La AVDT quiere señalar con mucha preocupación, que en la LRN también se viola abiertamente el principio de legalidad tributaria. Así, en las normas contenidas en los artículos 29, 83, 85, 87 y 88 de la LRN se establece la potestad al Director del Servicio Autónomo de Registros y Notarías que establezca mediante providencia el monto de las tasas aplicables en cada caso a los que se refieren las precitadas normas. Esta inaceptable situación contraría directamente el mandato constitucional previsto en el artículo 317 y la norma contenida en el artículo 3 del COT, según el cual sólo a las leyes le corresponde “[c]rear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho imponible; fijar la alícuota del tributo, la base de su cálculo e indicar los sujetos pasivos del mismo”.

13. La AVDT que reiterarreitera su llamado de atención respecto a la necesidad de acometer una reforma integral del sistema tributario, de manera de construir una estructura que propenda el cumplimiento de los objetivos del régimen económico y social previsto en la Constitución, evitando el solapamiento de competencias administrativas y la creación de tributos, que hace de la estructura impositiva un obstáculo al ejercicio de los derechos de la propiedad, la libertad económica, la productividad, el incremento del valor agregado nacional, generación de fuentes de trabajo y el desarrollo económico.

14. El país no necesita reformas espasmódicas, intempestivas y desacopladas, tal como la AVDT lo ha venido denunciando sistemática, técnica y firmemente en las diferentes ediciones de sus Jornadas Nacionales de Derecho Tributario, en las cuales se  han efectuados efectuado verdaderos análisis críticos y formulado importantes propuestas de racionalización del sistema tributario, específicamente en las X Jornadas Venezolanas de Derecho Tributario del año 2011 en los temas de Armonización del Sistema Tributario y en Propuestas para una reforma tributaria en Venezuela y, más recientemente, en las XVIII Jornadas Venezolanas de Derecho Tributario del año 2019, en las que se abordaron las Patologías del Sistema Tributario Venezolano y se incluyeron una serie de propuestas; así como recientemente también se hizo en el referido evento del 21 de octubre de 2021 junto a la ACIENPOL. 

15. Hacemos un categórico y enérgico llamado para que se resuelva conforme a derecho los desatinos inconstitucionales contenidos en la LRN y, en consecuencia, y en respeto a los principios constitucionales de que ordenan la tributación se dicte una nueva LRN, producto de consultas públicas, discusiones parlamentarias y estudios de impacto económicos, todo dentro de una visión armonizada de las finanzas públicas; pero, que además, pueda resolver no sólo los desfacesdesfases en el valor de las tasas, sino todos los problemas que orbitan alrededor de los actos propios de los registros y notarías del país que, insistimos, no se limitan a la valoración de las tasas, sino a suque atañen a su funcionamiento propiamente dicho, en funciónen el cual debe privar el respeto de los derechos de los usuarios de ese servicio y, y en definitiva, de todos los ciudadanos.

En Caracas, a los 10 de días del mes de enero de 2022.


CONSEJO DIRECTIVO DE LA ASOCIACIÓN VENEZOLANA DE DERECHO TRIBUTARIO


MÁS DE 50 AÑOS DE ACTIVIDAD PERSISTENTE Y ENTUSIASTA EN LA DEFENSA DE LOS VALORES DEMOCRÁTICOS Y LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LA TRIBUTACIÓN.
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